	


SALA CONSTITUCIONAL
Magistrado-Ponente: JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO

 

El 20 de octubre de 2003, el abogado José Luis Ramírez, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el nº 3.533, en su carácter de apoderado judicial de PLASTINAC, S.A., inscrita ante el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda el 25 de mayo de 1973, bajo el nº 40, tomo 68-A, solicitó a esta Sala Constitucional la revisión de la sentencia dictada el 10 de julio de 2003 por la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia, en la que declaró inadmisible el recurso de control de la legalidad propuesto contra la decisión proferida, el 24 de abril de 2003, por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. 

 

En la misma fecha, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado doctor José Manuel Delgado Ocando.

 

I

ANTECEDENTES

 

1.- El 14 de marzo de 2000, el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas declaró con lugar la calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos solicitada por el ciudadano Carlos Alexander Pereira contra Plastinac S.A. Contra dicho fallo se ejerció recurso de apelación.

2.- Mediante decisión del 24 de abril de 2003, el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas declaró sin lugar la apelación y confirmó la sentencia recurrida.

 

3.- El 14 de mayo de 2003, el apoderado judicial de la parte demandada interpuso recurso de control de la legalidad contra la sentencia dictada por el mencionado Juzgado Superior, el cual, fue declarado inadmisible. En efecto, el 10 de julio de 2003, en sentencia nº 465, la Sala de Casación Social del Máximo Tribunal declaró inadmisible el recurso interpuesto.

 

4.- El 20 de octubre de 2003, se solicitó ante esta Sala la revisión de la sentencia de la Sala de Casación Social.
II

FUNDAMENTOS DE LA SOLICITUD DE REVISIÓN

 

 

Los solicitantes de la revisión presentaron los siguientes alegatos:  

 

1.- Que en el recurso de control de la legalidad se alegó que la sentencia del Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas obvió la doctrina que la Sala Constitucional ha establecido en relación con la presunción que consagra el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

2.- Que al considerar la sentencia de alzada la presunción del artículo 116 como iuris et de iure, en lugar de iuris tantum, tal y como lo ha establecido la Sala Constitucional (cfr. sentencias nº 370/2001 del 27 de marzo, nº 391/2002 del 7 de marzo y nº 548/2002 del 22 de marzo), se vulneró el derecho a la defensa y al debido proceso de su representada.

 

3.- Que el ad quem, al obviar lo establecido por la Sala Constitucional y aplicar la presunción como iuris et de iure, no analizó los alegatos y defensas opuestas por su representada para sostener que el despido fue justificado.

 

4.- Que a pesar de que las denuncias expuestas en el recurso de control de control de legalidad constituyen “violaciones categóricas del orden legal establecido”, la Sala de Casación Social lo declaró inadmisible, lo cual, a su juicio, resulta incorrecto.

 


5.- En virtud de lo anterior, solicitó la nulidad de la sentencia dictada el 10 de julio de 2003 por la Sala de Casación Social y la reposición de la causa al estado en que se admita el control de la legalidad intentado contra la sentencia emitida, el 24 de abril de 2003, por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. 

 

III

DE LA SENTENCIA OBJETO DE REVISIÓN

 

En el escrito se solicita la revisión de la sentencia nº 465, del 10 de julio de 2003, de la Sala de Casación Social de este Máximo Tribunal, que declaró inadmisible el recurso de control de legalidad interpuesto contra la decisión dictada el 24 de abril de 2003 por el Juzgado Superior Quinto de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, porque no existe violación de normas de orden público o de la reiterada jurisprudencia de dicha Sala, que haya impedido a la decisión cumplir con la finalidad última del proceso. 

 

Ahora bien, la Sala advierte que del fallo de la Sala de Casación Social no puede evaluarse si hubo o no contrariedad a la doctrina vinculante de esta Sala o a la Constitución, pues como lo dispone el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, ella “decidirá sumariamente con relación a dicha solicitud”; sin embargo, tal análisis si puede efectuarse en la sentencia del mencionado Juzgado Superior Quinto del Trabajo, la cual siendo una sentencia definitivamente firme, a la que se le atribuyen estos vicios, será, de oficio, objeto de revisión. 

 

En la sentencia del Juzgado Superior Quinto de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas se declaró con lugar la calificación de despido, el reenganche y el pago de salarios caídos solicitada por el ciudadano Carlos Alexander Pereira, porque, al considerar que la presunción del artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo es iuris et de iure y al verificar que el patrono no cumplió con su obligación de participar del despido al juez de estabilidad, se concluyó que el despido se hizo sin justa causa. 

 

IV

DE LA COMPETENCIA

 

Esta Sala se ha pronunciado acerca de la potestad que detenta para revisar las decisiones definitivamente firmes de los demás Tribunales de la República, incluidas las sentencias de las demás Salas de este Supremo Tribunal, que contraríen las normas y principios contenidos en la Constitución así como aquellas que se opongan a las interpretaciones que sobre tales materias haya realizado esta Sala Constitucional; ello en ejercicio de las atribuciones conferidas de forma directa por el Texto Constitucional en el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (cfr. sentencias nº 1312/2000 del 1º de noviembre y nº 33/2001 del 25 de enero).  

 
La Sala ha señalado que tal potestad de revisión extraordinaria persigue garantizar el cumplimiento, vigencia y respeto de los postulados constitucionales, así como la integridad de la interpretación de la Carta Fundamental, al haber sido concebida como un órgano especializado para ello. Sin embargo, aun cuando la Sala posee los más amplios poderes de revisión sobre aquellas decisiones en las que el ordenamiento constitucional permite su intervención, no se trata de una potestad genérica e irrestricta, en el sentido que pueda revisar cualquier tipo de decisión, antes bien, debe tratarse de específicas sentencias que, en todo caso, deberán ser precisadas por la Asamblea Nacional en la legislación que se dicte a tal efecto.
 
No obstante ello, la Sala procedió a llenar provisionalmente tal laguna normativa en su sentencia nº 93/2001, del 6 de febrero, caso: Corpoturismo, cuando, en atención a lo dispuesto en el mencionado precepto constitucional, dispuso lo siguiente:

 
“(...omissis...)
 
Sólo de manera extraordinaria, excepcional, restringida y discrecional, esta Sala posee la potestad de revisar lo siguiente: 
1. Las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional de cualquier carácter, dictadas por las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia y por cualquier juzgado o tribunal del país. 
2. Las sentencias definitivamente firmes de control expreso de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas por los tribunales de la República o las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia. 
 
3. Las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Tribunal o por los demás tribunales o juzgados del país apartándose u obviando expresa o tácitamente alguna interpretación de la Constitución contenida en alguna sentencia dictada por esta Sala con anterioridad al fallo impugnado, realizando un errado control de constitucionalidad al aplicar indebidamente la norma constitucional.

4. Las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Tribunal o por los demás tribunales o juzgados del país que de manera evidente hayan incurrido, según el criterio de la Sala, en un error grotesco en cuanto a la interpretación de la Constitución o que sencillamente hayan obviado por completo la interpretación de la norma constitucional. En estos casos hay también un errado control constitucional”
(subrayado de este fallo).

 

Siendo esto así, esta Sala observa que en la solicitud de revisión que nos ocupa se denunció que la sentencia dictada, el 24 de abril de 2003, por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, contraría la doctrina vinculante de interpretación constitucional establecida por esta Sala respecto de la presunción del artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo.
 

En virtud de la anterior denuncia y en atención a la jurisprudencia antes citada, esta Sala asume la competencia para conocer y decidir la revisión de la sentencia dictada, el 24 de abril de 2003, por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y advierte que la misma estará supeditada al examen que de las actas procesales se realice para verificar la existencia de un error evidente o craso en la interpretación de la Constitución o del quebrantamiento de los criterios interpretativos de normas constitucionales adoptados por esta Sala Constitucional.  Así se declara.

 

V

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

 

En el presente caso, corresponde analizar si la sentencia dictada el 24 de abril de 2003 por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas es contraria a la doctrina establecida por esta Sala y, a tal efecto, resulta conveniente citar lo que dicha instancia indicó al analizar la falta de cumplimiento del patrono de participar al Juez de Estabilidad Laboral del despido:

 

“Si el patrono en el presente caso no cumplió su obligación prevista en la Ley, tenemos que concluir que el despido se hizo sin justa causa, lo que obliga a declarar improcedente la apelación y con lugar la solicitud de calificación de despido, condenándose a la demandada a reenganchar al trabajador a su puesto habitual de trabajo y a pagarle los salarios caídos...” (folio 173, anexo 1).  

 

De la trascripción anterior se colige que el ad quem, una vez verificado que el patrono no participó al juez del despido del trabajador, lo consideró confeso en el reconocimiento del despido sin justa causa, e inmediatamente después, sin permitirle desvirtuar dicha presunción, declaró con lugar la calificación de despido, es decir, aplicó la presunción del referido artículo como iuris et de iure.

 


En cuanto a la interpretación que se le ha dado a este artículo, la Sala ha señalado lo siguiente:

 

“El artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, fuera del proceso, crea una ‘pena’ al patrono que incumpla un deber de participar al juez de estabilidad laboral de su jurisdicción, el despido de uno o más trabajadores, en el lapso allí indicado, y de no hacerlo se le tendrá por confeso en el reconocimiento de que el despido lo hizo sin justa causa.

 

Se trata de una norma proyectable hacia el proceso de estabilidad, la cual, por incumplimiento de una formalidad, hace que para el caso de un juicio, se tenga por confeso al patrono de que despidió sin justa causa al trabajador.

 

      ...omissis...

 

Ahora bien, esta presunción no es iuris et de iure, no sólo porque el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo no le da ese trato, sino porque si la confesión expresa puede ser revocada, con mucha mayor razón lo podrá ser la proveniente de ficciones de la ley, ya que de no ser así, no sólo se violaría la estructura de la prueba de confesión, sino se transgredería el derecho de defensa del patrono, o de cualquiera que se vea afectado por el incumplimiento de formalidades, que impedirían la búsqueda de la verdad. De aceptarse esto, no se estaría ante un Estado de Derecho y de Justicia como el que preconiza el artículo 2 de la vigente Constitución, sino ante un Estado de ficciones legales, que devendría en la negación de la Justicia, ya que la ficción obraría contra la realidad.

 

Por estas razones, no puede ser iuris et de iure la presunción que hace el artículo 116 comentado, y ella debe admitir prueba plena en contrario, que desvirtúe la presunción que nace del incumplimiento de la participación” (cfr. sentencia nº 370/2001 del 27 de marzo, nº 72/2002 del 24 de enero, nº 548/2002 del 22 de marzo y nº 1300/2002 del 13 de junio). 

 


La Sala ha establecido que considerar la presunción del artículo 116 como iuris et de iure vulnera el derecho a la defensa del demandado y es contraria al Estado democrático y social de Derecho y de Justicia que propugna la Constitución de 1999. En efecto, el derecho a la defensa esta conformado por el derecho a utilizar los medios de prueba autorizados por la ley, y, en el presente caso, no se le permitió al demandado (trabajador) desvirtuar la presunción de que quedó confeso en el reconocimiento del despido sin justa causa.

 

La doctrina antes reseñada ha sido establecida por esta Sala para preservar el principio del contradictorio y del equilibrio procesal de las partes que rige en todo proceso, pues siendo éste un concepto único, el mismo, en cualquiera de las sedes en las que se desarrolle (civil,  mercantil, penal, laboral, contencioso-administrativo) esta regido por principios comunes y los jueces deben aplicar las normas adjetivas en el sentido en que se logre este fin. A juicio de la Sala, interpretar que la presunción contenida en el artículo comentado es iure et de iure favorece a una de las partes en el proceso en detrimento de la otra, lo cual vulnera el debido proceso consagrado en el artículo 49 del Texto Constitucional y que se aplica “a todas las actuaciones judiciales y administrativas”.
 

Siendo que la sentencia dictada el 24 de abril de 2003, por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas es contraria a la doctrina de esta Sala Constitucional y al artículo 49 de la Constitución, la Sala declara con lugar la solicitud de revisión formulada, en consecuencia, anula la referida sentencia y repone la causa al estado en que, con fundamento en lo antes expuesto, dicho juzgado dicte nueva sentencia. Así se decide. 

VI

DECISIÓN

 
Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara de oficio que HA LUGAR en derecho a la solicitud de revisión constitucional presentada por el abogado José Luis Ramírez, en su carácter de apoderado judicial de Plastinac, S.A, en consecuencia, ANULA la sentencia dictada, el 24 de abril de 2003, por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y REPONE la causa al estado en que dicho juzgado, con fundamento en lo expuesto en el presente fallo, dicte nueva sentencia. Remítase copia certificada del presente fallo al prenombrado Juzgado Superior. 

 

Publíquese, regístrese, notifíquese y archívese el expediente. Cúmplase lo ordenado.
 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 05 días del mes de mayo dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.

 

El Presidente,

 

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA                





        El Vicepresidente,

 

 

 

 




                   
                JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

Los Magistrados,

 

 

ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA                   JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO
                                                                                         Ponente     
 

 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

 

El Secretario,

 

 

 

 

JMDO/

Exp. n° 03-2730

